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INTRODUCCION 

La identificación y cuantificación de los costos globales de la violencia de género que se 

ejerce hacia las mujeres, constituye una necesidad relevante para comprender la 

magnitud del problema, hacer visible su incidencia económica en el estado, las 

instituciones del sector privado, las comunidades, así como para las propias mujeres y 

las víctimas colaterales del problema, constituyéndose en un campo de producción de 

conocimientos e información recomendado a los Estados, por los organismos 

internacionales respecto de los cuales Chile debe reportar avances en el abordaje de la 

violencia contra las mujeres. 

Tanto en Chile como en otros países de la región la forma de violencia hacia las 

mujeres que concentra la mayor cantidad de políticas públicas es la que acontece en el 

espacio de la familia y las relaciones de pareja. Por lo tanto conocer el volumen de 

recursos en gasto/inversión para el abordaje de este problema permitiría a futuro 

relacionar el costo-rendimiento de las intervenciones en la materia, para avanzar hacia 

modelos e intervenciones más efectivos, eficaces e integrales. 

Identificar los costos directos, indirectos e intangibles para las víctimas permite 

identificar el complejo proceso a través del cual los efectos de la violencia deterioran la 

vida y socavan las oportunidades de desarrollo en diversas esferas de su desarrollo. En 

estudios realizados en otros países, se identifican costos que recaen sobre las mujeres, 

no solo respecto de los itinerarios que han seguido en la búsqueda de ayuda en la red 

institucional pública y privada, sino también en cuanto a las secuelas visibles e 

invisibles de la violencia, la disminución de capacidades y en la participación en 

espacios como la familia, el trabajo y las redes sociales. 

Tales mediciones clasifican en económico-sociales, los costos categorizados según su 

impacto y en sectoriales aquellos que dan cuenta de acciones preventivas y 

reparadoras y del carácter de éstas. Los costos se pueden agrupar según el propósito o 

ámbito de acción: protección, sanción, reparación y prevención. Esta clasificación es 

pertinente para los costos directos sectoriales y se cruza con la desagregación por 

sectores, permitiendo ver las contribuciones de éstos a distintos niveles de 

manifestación del problema. Las metodologías son diseñadas según el propósito de 

cada estudio, las coberturas de tipos de violencia y de víctimas y, sobre todo, la 

disponibilidad de información, por lo que estudios que cubren exitosamente una amplia 

gama de costos, cuentan con investigaciones anteriores, o sectoriales. 

En Chile existen datos parciales en la materia como los aportados por el Banco 

Interamericano de Desarrollo (BID), a partir del estudio “Impacto socioeconómico de la 

violencia domestica contra la mujer en Chile y Nicaragua”1, el realizado por el 

Ministerio del Interior sobre “Costos económicos del delito en Chile”2, el de 

prestaciones de salud a mujeres que ingresan a la red pública por diagnóstico directo 

de VIF u otra causa vinculada, desarrollado por la Organización Panamericana de la 

Salud (OPS), Ministerio de Salud y SERNAM3 (2006) y el que aborda los impactos 

                                                           
1 A. Morrison y M. B. Orlando. “Impacto Socio Económico de la Violencia Doméstica contra la Mujer en Chile 

y Nicaragua”. BID, Washington, DC. Año 1997 
2 Olavarría Gambi, Mauricio, Ph. D.; Co-investigador: Eduardo Contreras Villablanca, MBA. Ministerio del 

Interior, División de Seguridad Ciudadana. Universidad de Chile, Departamento de Políticas Públicas. Año 
2005. Santiago, Chile. 
3 Organización Panamericana de la Salud; Ministerio de Salud; SERNAM. Estudio Valorización de las 

prestaciones de salud por violencia basada en género en el espacio intrafamiliar. Año 2006. 



 
 
 
 
cualitativos de la violencia doméstica en el trabajo asalariado de las mujeres, realizado 

por la ONG DOMOS4 (2005). 

Un estudio que sirva como aplicación de metodología o como referencia a actualizar en 

todos los campos de costos seleccionados es lo que fundamenta la realización por 

parte del Servicio Nacional de la Mujer, SERNAM de un estudio sobre “Estimación del 

Costo de la Violencia Hacia las Mujeres en el Contexto Intrafamiliar”. 

El estudio consideró tres ámbitos de identificación y análisis de costos de la violencia 

intrafamiliar hacia las mujeres. El primer ámbito, sobre recursos ejecutados por 

sectores y organismos estatales con competencia en violencia intrafamiliar, en los 

niveles de atención, protección, sanción y prevención; incluyendo la identificación de 

registros e información que limita el cálculo de costos en la materia y que constituye 

un desafío para estimaciones más amplias a futuro. 

El segundo ámbito focaliza en un conjunto de organizaciones no gubernamentales y 

organizaciones sociales territoriales, en su mayoría agrupadas en la Red Chilena contra 

la Violencia Doméstica y Sexual, así como en agencias de cooperación internacional 

para el desarrollo, que canalizan recursos en Chile para diversos ámbitos de acción en 

violencia intrafamiliar. Para este grupo se identifica el monto de recursos económicos y 

en trabajo voluntario en programas, proyectos y acciones. 

El tercer ámbito apunta a los costos que recaen en las mujeres. Un primer grupo es el 

de mujeres reconocidas como víctimas de la violencia intrafamiliar, en tanto usuarias 

de los Centros de atención y Casas de acogida de SERNAM en cuatro regiones del país 

e incluye la cuantificación de costos directos e identificación de la envergadura de los 

costos indirectos e intangibles derivados de esta problemática. Un segundo grupo es el 

de mujeres trabajadoras que pueden o no reconocer haber vivido y/o estar viviendo 

violencia intrafamiliar e incluye los costos directos e indirectos focalizados en el ámbito 

laboral; este grupo pertenece a empresas focalizadas por su adhesión al ámbito de 

buenas prácticas laborales para la equidad de género que impulsa el SERNAM (Banco 

Estado Microempresas, Laboratorio Bagó, ENAP – Sipetrol, CODELCO y Chilectra en 

región metropolitana). 

Junto a lo anterior se ha incluido una sección específica sobre costos del femicidio y se  

ha considerado para el conjunto de estos ámbitos información disponible para el año 

2009. 

  

                                                           
4
 Corporación DOMOS “Impacto de la Violencia Doméstica en el Trabajo Asalariado de las Mujeres”. Año 

2005. 



 
 
 
 

1. Resumen de Costos del Sector Público Expresado en Miles de Pesos Año 

2009 

 

De acuerdo al cuadro de costos de cada sector agrupado por ámbito de acción, el 

76,6% del gasto público identificado en VIF corresponde a atención, el 10% a 

prevención el 8% a protección y el 5% a sanción. 

 

En cuanto al Sector SALUD la cifra de $3.770.922.385, representa una subvaloración 

del gasto del sector en VIF hacia las mujeres. Corresponde a costos derivados de 

programas caratulados como VIF en el nivel primario y secundario y al cálculo de 

promedios y datos parciales de atenciones en las prestaciones de reparación 

psicológica y atención por lesiones físicas en la Red Asistencial del sector. 

La mayor parte de las atenciones a mujeres con lesiones físicas y/o sexuales por VIF, 

tales como consultas, procedimientos, hospitalizaciones, laboratorio, etc., ingresan 

como atenciones generales sin ser pesquisadas como causadas por VIF. Por su parte 

en salud mental, la estructura descentralizada del sistema de atención local (servicios 

de salud, municipios) dificulta el cálculo de costos del número de mujeres que utilizan 

la parcialidad o totalidad de la canasta de prestaciones de atención en salud mental; 

tampoco se cuentan con evaluaciones que den cuenta si el conjunto de prestaciones 

que contempla dicha canasta de atenciones, es pertinente al tratamiento integral de 

las mujeres para la reparación psicológica asociada a la VIF. 

Se requiere actualizar la canasta de atención en salud, y contar con una adecuada 

estimación de la cantidad de mujeres que llegan al sistema por VIF y que no la 

declaran, así como el seguimiento en tratamientos por reparación psicológica y/o 

lesiones físicas. Los estudios basados en promedios son útiles en la medida que exista 

un registro suficiente de la atención, lo que a su vez requiere competencias específicas 

de los/as funcionarios/as que atienden el ingreso de las mujeres al sistema. 

En cuanto al Sector JUSTICIA, el costo total estimado de $15.148.076.014 y 

consideró al Ministerio Público quien otorga atención legal y psicosocial a las víctimas y 

seguimiento de casos VIF; el Poder Judicial que a través de los tribunales de justicia 

con competencia en la materia intervienen en la atención y sanción legal; la 

Corporación de Asistencia Judicial que presta atención y representación legal y 



 
 
 
 
Psicosocial a las víctimas; la Defensoría Penal Pública que tiene como función en VIF la 

atención y defensa legal a imputados/as por delitos; el Registro Civil encargado del 

registro de sanción de las personas que hayan sido condenadas por sentencia 

ejecutoriada como autoras de violencia intrafamiliar; el Servicio Médico legal a cargo 

de la evaluación pericial para casos de VIF y Gendarmería de Chile quien cumple una 

labor de sanción. 

La subestimación en este sector obedece a: i) Las instituciones que conforman el 

sector no cuentan con precisiones respecto de qué se considera en términos 

conceptuales como materia de VIF y cuáles corresponden a problemáticas de 

disfunción familiar, lesiones u otro calificativo; ii) el costo asociado a un caso de VIF 

tiene el mismo valor económico que el asignado a otro tipo de falta o delito; iii); hay 

carencia de un sistema de registro desagregado por sexo, de aquellos casos que se 

consideran VIF contra las mujeres y cuáles en contra de hombres y iv) no hay un 

registro de los casos VIF caratulados como tal y los casos caratulados con otras 

materias pero que se dan en contexto de VIF, como tampoco cuáles de ellos 

corresponden a un contexto de pareja. 

El Sector SEGURIDAD, incluye tanto a Carabineros de Chile como a la Policía de 

Investigaciones; el Ministerio del Interior a través de la División de Seguridad Pública y 

el Consejo Nacional de Control de Estupefacientes, CONACE. 

En Carabineros se identificó un costo de $2.013.159.807 correspondiente a: denuncias 

en Comisarías, detenciones por sanción, medidas cautelares, medidas de protección; 

Dirección de Protección Policial de la Familia (DIPROFAM) incluyendo el costo de 

personal dedicado a temáticas de VIF, la 48º Comisaría especializada en asuntos de la 

familia, el fono familia 149 en atenciones a mujeres registradas como víctimas de VIF 

y la capacitación a sectores de la comunidad; el Departamento de Criminalística, 

LABOCAR en peritajes por femicidios y lesiones gravísimas por VIF y por último a la 

formación y capacitación en VIF impartida a través de la Dirección de Educación, 

Doctrina e Historia de Carabineros de Chile. 

En la Policía de Investigaciones se identificó un monto de $281.590.356 

correspondiente a los delitos VIF investigados por la Brigada Investigadora de Delitos 

Sexuales y Menores; a costos de peritajes por VIF aplicados por el Instituto de 

Criminología y al costo por atención reparatoria de mujeres adultas víctimas de 

violencia sexual a través de un proyecto conjunto entre SERNAM y CAVAS. 

A la División de Seguridad Pública del Ministerio del Interior corresponde un monto de 

$903.585.665 por proyectos territoriales en las tipologías mujeres víctimas de VIF y 

agresores, ejecutados en convenios con municipios, sin incluir el aporte de éstos. Un 

monto de $65.472.374 corresponde a la atención de mujeres víctimas de VIF e 

hijos/as de ellas, a través de de los Centros de Atención a Víctimas de Delitos Violentos 

a nivel nacional. 

En CONACE se registran $695.364.192; un 66% correspondiente a tratamientos por 

consumo de drogas de mujeres víctimas de VIF y 34% por hombres imputados 

atendidos en tribunales de tratamiento de drogas para infractores bajo supervisión 

judicial, con factor de VIF. 

En los denominados Servicios Sociales en materia de VIF se incluyó al Servicio 

Nacional de Menores SENAME, el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, el 

Ministerio de Educación y la Junta Nacional de Jardines Infantiles. Sin embargo 

acciones específicas relacionadas con VIF con gasto ejecutado se identificaron para los 

casos del SENAME y el SENCE. 



 
 
 
 
De un monto total de $2.924.462.270, la cantidad de $2.688.445.740 corresponde a 

SENAME por atención de 4.958 niños/as y adolescentes con problemáticas de VIF. Por 

su parte a SENCE corresponden $211.906.619 por programas de capacitación y apoyo 

a emprendimiento de mujeres procedentes de Centros de atención y Casas de acogida 

de SERNAM y $24.109.911 por capacitación al Ejército, la Armada y Fuerza Aérea. 

En cuanto al Servicio Nacional de la Mujer, SERNAM, el gasto ejecutado para el año 

2009 ascendió a $6.457.638.534. El 27% de estos recursos corresponde al ámbito de 

protección, el 25,2% a atención, y el 47,8% a prevención. 

La gran mayoría del presupuesto de SERNAM en violencia intrafamiliar está destinado 

a la gestión de los Centros de atención y Casas de acogida gestionados desde la 

Unidad de prevención de la violencia intrafamiliar, con una cobertura de 276.946 

mujeres y 1.346 niños para el año 2009, además de 60.057 personas que participaron 

en talleres de prevención. En efecto el 60% de los recursos ejecutados en el 

funcionamiento de los Centros de atención corresponde a acciones de prevención / 

promoción y el 40% a atención. 

En la cifra global de SERNAM están incluidas acciones en VIF implementadas por las 

unidades de Estudios y capacitación, Comunicaciones, Promoción de Derechos y 

Participación de las Mujeres y Relaciones Internacionales, como por ejemplo 

seminarios, diseño de material de difusión, acciones con medios de comunicación, 

proyectos territoriales vía fondos concursables, atención por VIF a través de las 

Oficinas de Información, Reclamos y Sugerencias, OIRS. 

 

2. Resumen de Costos Sector Privado sin fines de lucro en Miles de Pesos 

Año 2009 

Se obtuvo información de un 18% de las organizaciones (12 de 72 integrantes) que 

trabajan en la principal que Red que congrega a ONGs y organizaciones sociales en el 

ámbito de violencia doméstica y sexual, junto a los gastos de proyectos 

implementados desde el nivel central de la coordinación de esta articulación. 

El monto total de inversión en VIF para el año 2009 asciende a $498.810.520. Un 

38% de este monto corresponde a valorización de recurso humano voluntario. Al igual 

que el sector público el mayor gasto se ubica en el ámbito de la Atención, 86%, luego 

en el de Prevención, 5,4%, seguido de la Investigación con un 5,3% del total y 

finalmente en Reparación con un 2,8%. 

Por otra parte se cuantificó la inversión de 4 Agencias de Cooperación Internacional y 

una ONG articulada a nivel internacional que canaliza fondos a organizaciones de base: 

Banco Interamericano del Desarrollo, Agencia Española de Cooperación Internacional 

para el Desarrollo AECID, Fondo Alquimia y UNIFEM Cono Sur – Brasil. 

El Monto total de la inversión VIF para el año 2009 de estas cuatro instituciones fue de 

$363.532.554. A la inversa que en el sector público los recursos se canalizaron 

mayoritariamente al ámbito de Prevención, 59,7%, luego a la Atención 34,6% y 5,6% 

a investigación. 

 

3. Costo del Femicidio Año 2009 

Se calcularon los años de vida y años laborales perdidos y los valores actuales del flujo 

de ingresos perdidos por las mujeres asesinadas, por los hombres agresores suicidados 

y por los homicidios colaterales de hijos/as. 



 
 
 
 
En el año 2009 hubo 55 femicidios con sospecha de violencia doméstica. En 49 de ellos 

se afirma que el agresor es un hombre relacionado íntimamente con la víctima, 

cantidad que fue considerada para el cálculo. Treinta y tres mujeres fueron asesinadas 

por su conviviente, esposo, pareja o pololo, en tanto dieciséis lo fueron por su ex 

conviviente, ex esposo, ex pareja o ex pololo. Una cantidad de 49 mujeres dejaron al 

menos 31 hijos/as vivos menores de edad, y un niño de 8 años también fue asesinado 

por el agresor. Por otra parte, 17 agresores se suicidaron inmediatamente después de 

asesinar a la mujer. 

Los años de vida perdidos por femicidio íntimo en 2009 alcanzaron a 2.829 (4,5% de 

los años perdidos por muertes por lesiones intencionales en 2004, estimación de 

referencia) y el número de muertes fue de 67. (2,6% de las muertes por dicha causa). 

Para las mujeres el promedio de años laborales perdidos es de 29 años y para los 

hombres de 24 años. La estimación del valor actual del flujo de ingresos perdidos 

asciende a $2.577.328.691. Se tomaron los datos de ingreso medio mensual por 

ocupado del INE, para el trimestre octubre-diciembre del 2008. Se realizaron 

correcciones y supuestos que constan en el acápite específico del estudio. Los ingresos 

anuales, corregidos para las mujeres, se multiplicaron por los años de vida laboral 

perdidos, para hombres y mujeres. Los cálculos se hacen separadamente para el 

subgrupo en que se conoce la edad del fallecido/a y para aquellos en que no se 

conoce. Por su parte la estimación del valor actual del flujo de trabajo doméstico 

perdido solo para las mujeres asesinadas es de $705.614.414, para lo que se 

consideró el valor del ingreso promedio de las mujeres que en el 2008 se 

desempeñaban en el servicio doméstico 

 

 

4. Costos de la VIF para las Mujeres 

 

a. De la Encuesta aplicada a Mujeres Víctimas de VIF (usuarias Centros de 

atención y Casas de Acogida SERNAM): 

La muestra fue de 553 mujeres encuestadas en las regiones IV, IX, XIV y RM. 512 de 

estas mujeres asisten a Centros de Atención de dichas regiones y 41 viven en Casas de 

Acogida. 

Las mujeres se concentran en el rango de 29 a 49 años y el 52,6% posee enseñanza 

media. En cuanto a estratos socioeconómicos predominan el medio-bajo (C3 y D) y 

bajo (E). Un tercio de las entrevistadas es jefa de hogar y es el grupo en que se 

concentra el estrato socioeconómico más bajo. Un 59% trabaja actualmente y un 31% 

ha trabajado alguna vez anteriormente; solo un 9% no trabaja ni nunca ha trabajo 

remuneradamente. 

Un tercio de las encuestadas vive con el agresor y un 11% mantiene una relación de 

pareja pero no comparte techo con él. 

En cuanto a los costos directos, las atenciones se concentran en el sector “justicia y 

seguridad” (81%) que incluye abogados, tribunales y policías, seguido de los servicios 

del sector salud donde un 61% reporta atenciones y la mayor cantidad de atenciones 

en el sector privado es en salud mental. 

 



 
 
 
 
La proporción de mujeres que menciona gastos desembolsados en las atenciones es 

menos de la mitad de la que reportó atenciones: sector Salud (43,8%), seguido por 

Justicia y Seguridad (38,1%) y un por último Otros Servicios (20,1%). 

Junto con ser usuarias de atenciones del sector público por VIF, las mujeres deben 

invertir recursos en atenciones de salud por este problema. El promedio por 

persona/año es mayor en servicios de salud mental con $72.157, en comparación con 

$35.543 para las atenciones en salud física. 

Considerando el monto promedio mujer/año por sector y el número total de mujeres 

que se atendieron en los servicios, tenemos que las mujeres encuestadas gastaron un 

total de $ 80.734.027 en servicios de salud, $ 64.090.586 en servicios de justicia y 

seguridad, y $36.881.097 en otros servicios en los últimos 12 meses. Sumando estos 

tres sectores, el monto total de gastos efectuados por las mujeres en los últimos 12 

meses es de $181.705.711. 

Respecto a costos indirectos, los hechos más mencionados son el endeudamiento 

(50,5%), cambio de casa (47%) y pérdida de bienes o herencia (38,7%). El 23,9% 

tuvo que cambiar a sus hijos/as del colegio y 10,8% tuvo que operarse o adquirir 

algún tipo de prótesis. 

Por su parte el 61,3% de las mujeres que trabaja en la actualidad reconoce algún 

impacto en este ámbito los que reconocen afectan principalmente la productividad y 

posibilidad de capacitación y de ascenso. El promedio de días faltados al trabajo a 

causa de la violencia es de 17,9 días, lo que implica más de 3 semanas laborales 

durante el último año. 

En cuanto a costos intangibles, la mitad de estas mujeres han tenido que llevar a sus 

hijos/as a tratamiento médico físico o mental a causa de la VIF y un 16,9% identifica 

problemas de maltrato en las relaciones de pareja de sus hijos/as. 

 

b. De la Encuesta aplicada a Mujeres Trabajadoras de 5 Empresas: 

El total de trabajadoras convocadas a responder la encuesta fue 860, respondiendo un 

total de 376 (44%). La mayoría del grupo se ubica entre 29 y 49 años de edad, alto 

nivel educacional y baja cantidad de hijos/as. La mayoría con una antigüedad laboral 

de más de 5 años; en bajo porcentaje tienen personal a su cargo. 

25% (un cuarto de la muestra) reconocen haber sido víctimas de violencia por parte de 

su pareja o ex pareja. Al presentárseles diversas alternativas de actos de abuso de 

parte de la pareja, constitutivos de violencia psicológica, económica, física y sexual, 

este número aumenta a un 52,9%, lo que obedece a la mayor invisibilización de la 

violencia en mujeres de sectores socioeconómicos medio y medio - altos. 

El 27,7% de las mujeres que reconoce violencia de pareja afirma haber vivido 

episodios los últimos 12 meses. El 49% reconoce violencia psicológica, 18,9% violencia 

económica, lo que casi equipara a las menciones de violencia física (17,3%). El 36,2% 

mantiene una relación de pareja actual con el agresor. El 19,1% ha recurrido a 

Carabineros o a la PDI por situaciones de violencia de pareja. 

La mayoría de estas trabajadoras reconoce haber vivido discriminaciones laborales, y 

algunas pocas acoso sexual (10,9%). La brecha salarial aparece como el hecho más 

recurrente en torno a la discriminación laboral (55,3%), junto a las agresiones 

verbales (22,1%).  



 
 
 
 

PROPUESTAS 

El estudio refrenda lo indicado en anteriores trabajos acerca de la necesidad de 

avances más sustantivos en atención de calidad, protección oportuna y reparación 

eficaz de las consecuencias del abuso para las mujeres, así como de concordancia 

conceptual para el registro de prestaciones en VIF. 

Las cifras identificadas sobre recursos ejecutados por ámbito de acción confirman la 

menor inversión que se está destinando a prevención primaria del problema. 

Si bien se han aplicado instrumentos y protocolos para distinguir la VIF en el contexto 

de la multidimensionalidad de sus efectos y otras problemáticas sociales conexas en 

las que se presenta, tanto en los ámbitos de salud y justicia esto sigue expresando un 

déficit importante que limita la estimación real de costos. Ajustes al diseño e 

implementación de herramientas como el PMG de género y otros que apuntan hacia la 

transversalización del enfoque de género en la gestión pública, debieran incorporar con 

mayor prioridad las buenas prácticas en abordaje de la VIF. 

A pesar de no lograrse una amplia respuesta de parte de las organizaciones de la 

sociedad civil focalizadas para este estudio, las cifras de su participación en la 

atención, provisión de servicios, concientización pública, prevención y generación de 

conocimientos es relevante, como también lo es la estimación de su trabajo voluntario. 

Un aspecto evidentemente sub visibilizado en este estudio es la aportación de recursos 

que se hace desde el nivel local municipal. Se detectó que la descentralización de 

servicios, por ejemplo, en el sector salud, dificulta la sistematización y registro de 

atenciones y servicios en VIF. Una muestra de esta aportación es la que se identifica 

en la transferencia de recursos a las contrapartes locales de SERNAM, ejecutores de la 

red de centros de atención y casas de acogida, así como por la División de Seguridad 

Pública para los CAVD y proyectos territoriales. Por tanto un siguiente estudio en el 

tema debe incorporar como unidad de estimación los aportes locales municipales en los 

ámbitos señalados, para lograr una estimación más real del gasto público en VIF. 

El estudio devela la magnitud de recursos que gastan una muestra de mujeres 

afectadas por VIF, tanto en el sector público como en el privado. Cifras representativas 

del gasto que soportan las víctimas son posibles de obtener en la medida que haya 

avance en mediciones de prevalencia con muestra poblacional, así como registro de 

atenciones y prestaciones tanto a nivel central como en los niveles regionales y 

locales. Aún las mujeres de menores ingresos, principales usuarias de la red de 

atención pública en VIF, reconocen un monto de gasto en el sector privado, lo que 

invita a una reflexión sobre la eficacia de las intervenciones en la satisfacción de sus 

necesidades para superar el problema de VIF. 

Se recomienda construir un sistema de registro, completarlo o actualizarlo en algunos 

casos, del universo de mujeres en Centros y Casas, que permita realizar una encuesta 

representativa a nivel nacional y de todas las regiones con datos que puedan ser 

expandidos al universo. 

La encuesta nacional de prevalencia utilizada, y los datos regionales derivados de ella 

y de la combinación con otras encuestas regionales de prevalencia VIF, han servido 

para dar un panorama del volumen total de mujeres víctimas posibles de VIF en cada 

región que puede permitir relativizar algunos datos de costos regionales. Por otra 

parte, las encuestas de prevalencia requieren mejorar indicadores respecto a mujeres 



 
 
 
 
que recurren a apoyos institucionales y las frecuencias, de modo de lograr mejores 

estimaciones. 

Los instrumentos encuestas aplicados son reutilizables en futuras mediciones de 

carácter nacional. Es posible adecuar su diseño para aplicaciones similares en los 

sectores justicia, salud, seguridad pública y policías. Importa destacar la disposición 

favorable de las mujeres a reconocer la VIF y entregar información sobre costos a 

través de la encuesta auto aplicada, lo que permite evaluar su efectividad respecto del 

registro de información a cara a cara El rol preponderante de un organismo rector de 

la/s política/s en VIF concuerda con recomendaciones y análisis internacionales de 

experiencias y recoge en tal sentido la necesidad de que la política que aborda la 

violencia intrafamiliar contra las mujeres sea parte integral de las políticas de equidad 

de género y no solo un ámbito específico. 


